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HONORABLES MAGISTRADOS  

CONSEJO DE ESTADO  

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA. 

ACCIONADO: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – (CONSEJO DE ESTADO – 

SECCION TERCERA)  

ACCIONANTES: NORA PATRICIA MUÑOZ MUÑOZ 

 

 

 

OSCAR DARÍO VILLEGAS POSADA, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de 
Medellín, identificado con cédula de ciudadanía No. 15.321.416 de Yarumal, y T.P. 
66.848 del C. S. de la J., actuando en representación de NORA PATRICIA MUÑOZ 

MUÑOZ, identificado con la cédula de ciudadanía No.32.443.891950, respetuosamente 

promuevo en contra de LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL (CONSEJO DE ESTADO-

SECCION TERCERA), Acción de Tutela, para reclamar mediante su procedimiento 

preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, que vienen siendo vulnerados por el accionado, con fundamento en los 

siguientes.  

 

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 140 y 164 numeral 2 literal i) de la ley 

1437 de 2015, promoví en representación de Kevin Suárez Muñoz, Nora Patricia Muñoz 

Muñoz, Jorge, Eliécer Suárez Montoya, Mirian de Jesús Muñoz Muñoz, Libardo Antonio 

Suárez Foronda, Jerandy Suárez, Montoya, Marta Nubia Muñoz Muñoz y Duvian Arley 

Muñoz Muñoz, , el medio de control de Reparación Directa en contra de LA Empresa 

Social del Estado Metrosalud (Metrosalud), Municipio de Medellín y Fundación 

Hospitalaria San Vicente de Paúl, mediante la cual se solicitó la declaración de la 

responsabilidad por la totalidad de los daños y perjuicios causados a los demandantes con 

la deficiente e inadecuada atención que recibió la joven Nora Patricia Muñoz Muñoz al 

momento de dar a luz al menor Kevin Suarez Muñoz, lo que generó en el menor daños 

en el sistema nervioso central, de origen neurológico central debido a la baja de oxígeno 

por el sufrimiento fetal durante el trabajo de parto. 

2.  

 

3. El daño alegado fue soportado en la tardanza en la remisión y en el inadecuado 
seguimiento en la Unidad Intermedia de Santa Cruz, toda vez que a pesar que el 27 
de septiembre de 2004 la señora Nora Patricia Muñoz Muñoz fue diagnosticada con 
distocia de cuello uterino desde las 11:40 a.m  su remisión solo tuvo lugar tres horas 
después, a las :40 p.m. cuando fue remitida en ambulancia al Hospital Universitario San 
Vicente de Paúl –“con diagnóstico de ingreso de hipoxia intrauterina [y] meconio III”–, 
proceder que constituyó una tardanza que dio lugar a los problemas de salud que  
presentó el neonato Kevin Suarez Muñoz, por la baja de oxígeno desencadenado 
durante el trabajo de parto.  
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4. La demanda fue presentada ante el Tribunal Administrativo de Antioquia y radicada 

bajo el No. 05001233100020080119802; mediante sentencia proferida el 24 de mayo 

de 2013, la Sala de decisión asignada, accedió parcialmente a las pretensiones de la 
demanda, consideró acreditado el daño,  la falla del servicio por Metrasalud y el nexo 
causal; determinando respecto de los perjuicios la procedencia de los perjuicios 
morales, el daño a las condiciones de existencia para Kevin, Nora Patricia, Jorge 
Eliecer, Mirian de Jesús y Librado e improcedente este último para Marta Nubia, 
Duvian Arley y Jerandy Suarez por insuficiencia de prueba; asimismo declaró 
procedente el reconocimiento del daño a la vida de relación, el daño a la Salud para 
Kevin y el lucro cesante ara Kevin en condena en abstracto; también se declaró 
improcedente el daño emergente por no haberse probado. 

 
5. La decisión en comento fue apelada el 21 de junio de 2013 por la parte demandante 

en relación con los perjuicios no reconocidos y respecto de las cuantías y por 
Metrosalud, el recurso fue concedido y el expediente remitido al Consejo de Estado, 
donde fue radicado bajo el número interno 50.294, donde la Subsección B de la 
Sección Tercera profirió sentencia de segunda instancia del 23 de noviembre de 
2022, notificada por estados del 15 de diciembre de 2022, en la que se estableció en 
el análisis sustantivo, que : 

 

“25. La Sala revocará la sentencia apelada y, en su lugar, negará las pretensiones 
de la demanda, pues si bien la demanda fue presentada oportunamente, está 
debidamente acreditado que los padecimientos de Kevin Suárez Muñoz no están 
relacionados con la atención médica brindada por Metrosalud durante su parto “ 
 

Para fundamentar su tesis la sala expuso la inexistencia de un nexo causal entr los 
padecimientos de Kevin Suárez y la atención médica brindada durante el proceso de 
parto, sustentando este planteamiento en: 
 

“29. La Sala, contrario a lo alegado por la parte demandante y acogido por el 
Tribunal, considera que en el expediente está debida y suficientemente acreditado 
que los padecimientos de Kevin Suárez Muñoz no son consecuencia de la atención 
médica brindada por Metrosalud durante su parto: 
 
30. Como punto de partida, la Sala llama la atención sobre la ecografía cerebral 
transfontanelar realizada a Kevin Suárez Muñoz en el Departamento de 
Imaginología del Hospital Universitario San Vicente de Paúl el 29 de septiembre de 
2004, esto es, apenas dos días después de su nacimiento21. Allí se lee claramente lo 
siguiente (se trascribe): “CONCLUSION: Ecografía cerebral transfontanelar 
normal”. Igualmente, conviene detenerse en la conclusión de la tomografía axial 
computarizada (TAC) de cráneo simple practicada a Kevin Suárez Muñoz en el 
Centro Radiológico  Conquistadores el 24 de junio de 2005, cuando ya contaba con 
8 meses de nacido y reportaba “retardo en el crecimiento” (se trascribe)22: “Tac 
cerebral sin hallazgos patológicos significativos. No se descarta por este estudio 
defectos en la migración neuronal, por lo cual se podría complementar con 
Resonancia a juicio del clínico”. 
 
31. El 18 de enero de 2006, cuando Kevin Suárez Muñoz tenía 15 meses de nacido, 
a solicitud del doctor Óscar Yesid Flórez Gómez –neurólogo infantil– le fue 
practicada en el Instituto Neurológico de Antioquia una resonancia magnética 
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cerebral simple. La conclusión de este estudio fue la siguiente (se trascribe)23: 
“Resonancia magnética cerebral simple dentro de límites normales para la edad 
del paciente”. 
 
32. El 23 de abril de 2008, una segunda resonancia magnética cerebral simple 
practicada a Kevin Suárez Muñoz a solicitud del doctor Óscar Yesid Flórez Gómez 
arrojó la siguiente conclusión (se trascribe): “Hallazgos sugestivos de secuelas por 
encefalopatía hipóxico-isquémica. No hay malformaciones congénitas” 
 
33. El análisis conjunto de las anteriores pruebas diagnósticas demuestra que 
Kevin Suárez Muñoz no presentó patologías cerebrales significativas durante sus 
primeros días y meses de vida, y que solo después de enero de 2006 sufrió una 
encefalopatía hipóxico-isquémica. Esta apreciación es corroborada por el 
testimonio técnico rendido por el médico neurólogo infantil Óscar Yesid Flórez 
Gómez, quien evaluó en varias oportunidades a Kevin Suárez Muñoz y ordenó 
algunas de las pruebas diagnósticas recién descritas (se trascribe) 
 
(…) 

 
34. Nótese cómo, a juicio del profesional de la salud, las distintas pruebas 
diagnósticas practicadas a Kevin Suárez Muñoz, así como los resultados obtenidos 
por este último en la escala APGAR, demuestran que no sufrió una encefalopatía 
hipóxico-isquémica como consecuencia de la atención brindada por Metrosalud 
durante su parto. Con fundamento en lo anterior, la Sala revocará la sentencia de 
primera instancia y, en su lugar, negará las pretensiones de la demanda.” 

 
  
 
Y finalmente decidió: 
 

“PRIMERO: REVOCAR la Sentencia de 24 de mayo de 2013, proferida por la Sala 
Quinta de Decisión de la Subsección de Reparación Directa de la Sala de 
Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia, y, en su lugar, NEGAR las 
pretensiones de la demanda  
 
SEGUNDO: Sin condena en costas 
 
(…)” 

 
II. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
 
 

a) Relevancia constitucional y derechos que se consideran violados. 
 
Del derecho al debido proceso hacen parte los derechos de defensa y contradicción 
Acorde con lo relatado, derechos que han sido definidos por la Corte Constitucional así: 
 
“El derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso y fue 
definida por esta Corporación como la “oportunidad reconocida a toda persona, en el 
ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer 
valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las 
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pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman 

favorables, así como ejercitar los recursos que la otorga”i 
 
“El derecho de contradicción apunta a dos fenómenos distintos. De una parte, a la 
posibilidad de oponer pruebas a aquellas presentadas en su contra. Desde esta 
perspectiva, el derecho de contradicción aparece como un mecanismo directo de 
defensa, dirigido a que las razones propias sean presentadas y consideradas en el 
proceso. Su vulneración se presentaría cuando se impide o niega la práctica de pruebas 
pertinentes, conducentes y oportunas en el proceso. Por otro lado, se refiere a la 
facultad que tiene la persona para (i) participar efectivamente en la producción de la 
prueba, por ejemplo interrogando a los testigos presentados por la otra parte o por el 
funcionario investigador y (ii) exponer sus argumentos en torno a lo que prueban los 

medios de prueba”ii
. 

 

Así, al encontrarse en la sentencia que se demanda que se vulneran los derechos de 
defensa y contradicción y consecuentemente se presenta una vulneración fragante al 
derecho al debido proceso, por omitirse la valoración de las pruebas válida y 
oportunamente recaudada en el proceso y que en conjunto soportan una conclusión  
Por lo que, al no garantizarse a esta parte procesal la valoración de la prueba de forma 
equitativa y objetiva por la Jurisdicción, el caso expuesto en esta demanda de tutela 
cobra relevancia constitucional, en tanto devela la sentencia una afectación directa a 
derechos amparados constitucionalmente en el artículo 29 y 229 de la Constitución 
Política.1  
 

b) Agotamiento todos los recursos 
 
La sentencia que se demanda se dio en el marco del proceso con radicado No 
0500123310002008011980 adelantado en primera instancia ante el Tribunal 
Administrativo de Antioquia, dentro del que fue proferida sentencia el 24 de mayo de 
2013, frente a esta providencia fue promovido recurso de apelación, mismo que fue 
resuelto por la Sección Tercera del Consejo de Estado a través de la sentencia del 22 de 
noviembre de 2022 notificada el 15 de diciembre de 2022 y frente a la que no procede 
ningún recurso ordinario ni extraordinario. 
 

c) Tipo de Sentencia 
 
La sentencia que se demanda fue proferida en el desarrollo del proceso iniciado dentro 
del medio de control de reparación directa y no tiene relación con acción de tutela o 
acción constitucional alguno.  No se trata de una sentencia de tutela. 
 

 
III. HECHOS Y DEFECTOS QUE GENERAN LA VULNERACIÓN  

 
En la sentencia que se impugna, se evidencia un defecto fáctico por indebida valoración 
probatoria, en tanto el fallador sustenta su análisis y conclusiones en la valoración 
parcial de la prueba existente y no sobre la totalidad del acervo probatorio ni en la 
integralidad de la prueba que tuvo en cuenta para su análisis, y basado en ello 
determinó la inexistencia de un nexo causal entre los padecimiento del menor  Kevin 
Suárez Muñoz y la atención médica brindada por Metrosalud durante el parto, así la 
prueba considerada para decidir fue la ecografía cerebral tranfontanelar del 29 de 
septiembre de 004, los resultados de las resonancias magnéticas practicadas al menor 

 
1  
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Kevin Suárez Muñoz el 18 de enero de 2006 y el 23 de abril de 2008,  la conclusión de 
la tomografía axial computarizada (TAC) de cráneo simple practicada el 24 de junio de 
2005 y el testimonio del médico neurólogo Óscar Suarez quien realizó la interpretación 
de los resultados, de cuyo testimonio concluyó el fallador: 

 
“Nótese cómo, a juicio del profesional de la salud, las distintas pruebas diagnósticas 
practicadas a Kevin Suárez Muñoz, así como los resultados obtenidos por este 
último en la escala APGAR, demuestran que no sufrió una encefalopatía hipóxico-
isquémica como consecuencia de la atención brindada por Metrosalud durante su 
parto. Con fundamento en lo anterior, la Sala revocará la sentencia de primera 
instancia y, en su lugar, negará las pretensiones de la demanda.” 
 

No obstante, dentro del análisis de la prueba se obvió por el Ad quem del proceso 
contencioso, que el mismo neurólogo Óscar Suarez en su declaración, en relación con el 
examen ordenado el 29 de agosto de 2005, además de referir que el resultado de la 
Tomografía Axial Computarizada decía “sin hallazgos patológicos significativos” 
también indicó: 
 

“… no se descarta por este estudio defecto en la migración neuronal, por lo cual se 
podría complementar con resonancia, el reporte lo firman OLGA ARANGO y 
MARGARITA RODRÍGUEZ, médicas radiólogas.” 

 
Asimismo, se pasó por alto por el Juez de conocimiento, que pese a que el testigo 
informó que fue ordenada resonancia no hay prueba que permita concluir la existencia 
o no de defecto por migración neuronal, más aún cuando no tenía soportes relacionados 
con controles posteriores a la orden de ese examen, sobre el menor Suarez Muñoz y 
aunque se refiere que el resultado de TAC del 29 de agosto de 2005 fue normal, también 
se precisa por el mismo profesional que  “El retardo del desarrollo es causado por una 
alteración neurobioquímica a nivel cerebral, la cual no es posible objetivisar mediante 
ningún examen, por eso la primera resonancia le sale normal y como causa de esa 
alteración neurobioquímica aparece la epilepsia, el por qué se produce dicha alteración 
funcional no está claro en la literatura” 
 
Así, el análisis del Neurólogo no es determinante ni concluyente sobre la condición del 
menor en relación con la resultados de los exámenes practicados, pues el mismo 
profesional señala que la alteración neuro bioquímica a nivel cerebral no es posible que 
se objetivise mediante ningún examen, por lo que los resultados de los exámenes 
practicados, no tenían incidencia en su diagnóstico. Y frente a la pregunta de si el 
sufrimiento fetal padecido por el menor Kevin Suárez Muñoz, pudo tener alguna 
incidencia en las convulsiones que más adelante presentó,  el mismo experto señaló: 
 

“Yo quiero hacer una aclaración, nota de recién nacido de ingreso a unidad 
neonatal, Hospital Universitario San Vicente De Paúl, folio 121, se menciona 
APGAR, es una escala que se utiliza para mirar cómo nació el niño, si nació 
deprimido o no deprimido, y para mirar la eficacia de las medidas que estoy 
llevando a cabo, este niño tuvo sobre una puntuación de 10, al minuto 5, y los 5 
minutos 8, requirió oxigeno por presión positiva, no requirió intubación, no 
requirió masaje cardíaco ni medicación, según consta en el folio 121. El meconio es 
grado uno, o sea, se acababa de meconiar, era muy reciente, se hace una impresión 
diagnóstica recién nacido a término, mala adaptación pulmonar, síndrome de 
dificultad respiratoria y depresión neonatal, se realiza ecocerebral 
transfontanelar, el cual es normal, no encuentro revisando los folios 117 otros 
exámenes más realizados del sistema nervioso central, por qué lo hago, porque el 
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paciente cuando nació no presentó encefalopatía hipóxico isquemica, presentó un 
sufrimiento fetal, el cual se hizo manifiesto por la presencia de meconio 
impregnado en la placenta, según consta en el folio 119. Para hablar de 
encefalopatía hipóxico isquemica, el APGAR debe ser menor de 4 al minuto y no ser 
mayor de 6 a los 5 y 10 minutos, entonces, qué pasó con él, nació deprimido, pero 
sólo con presión positiva ya tuvo esfuerzo respiratorio y no requirió ventilación 
mecánica ni nada, a los 5 minutos el APGAR ya estaba en 8, que es parámetro de 
normalidad, realmente no requirió reanimación el niño”2 

 
No obstante, en la historia clinica de la señora MUÑOZ MUÑOZ, de la E.S.E. 
METROSALUD -Unidad Intermedia Santa Cruz- de la ciudad de Medellín, los días 26 y 
27 de septiembre de 2004 se encuentra en las siguientes anotaciones: 
 

"29/09/04. Motivo de consulta (percepción del paciente): "tengo dolores" 
 
27/09/04 2:30. Ingresa gestante nuevamente al servicio de urgencias 
caminando #2 revisión. Me: "tengo dolores" 
 
(...) 
 
27/09/04 11:40. Se regula paciente al sisane (Dr. IBCLBRCA) por distocia de 
cuello" 
 
27/09/04 14:10. Se remite a HUSVP, (...) por distocia de cuello"  
 
(...) monitor malo no registra actividad. Nora Patricia Muñoz Muñoz" 
 
(...) 
 
Remisión de paciente: paciente con 19 años, primigestante, embarazo 39 sem. X 
ecografía de 2º (nivel) trimestre. Comenzó con contracciones uterinas el día 
26/09/04 a las 7 pm. Paciente se hospitalizo en trabajo de parto con 3-4 
contracciones en 101 de 40" de duración. 1.5 dilatación 2 cm. Ahora (...) de 
membrana a las 14:00 horas del día de hoy francamente meconiado 
 
(...) 
 
DX:1  Trabajo de parto prolongado 
 Distocia de cuello 
 2 Sufrimiento fetal agudo” (Sic. Para todo)” 

 
Asimismo, la historia clínica del Hospital Universitario San Vicente de Paúl 
 
 

“2004/09/27. Trabajo de parto y parto complicados por sufrimiento fetal 
 
(--) 
 
Se pasa paciente en expulsivo desde consultorio 5, se realiza asepsia y antisepsia 
de región perineal y en posición de (...). Se procede a atender expulsivo de 5 
minutos de duración, naciendo bebé sexo masculino, Apgar 5/10, hipotónico 
cianótico, sin llanto, se pinza y se corta cordón, entregándose bebé para atención 
(...) liquido teñido de meconio grado III" (Sic. Para todo) 
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Por lo que la descripción del Neurólogo sobre el que se basó la decisión del Ad quem en 
la sentencia demandada se observa circunstancias relevantes expuestas de forma 
imprecisa, pues se anotó en la historia clínica que el meconio era grado III y el experto 
refiere a que “el meconio era grado uno, o sea, se acababa de meconiar, era muy 
reciente”; asimismo, pese a señalarse por el Neurólogo que el “Para hablar de 
encefalopatía hipóxico isquémica, el APGAR debe ser menor de 4 al minuto y no ser 
mayor de 6 a los 5 y 10 minutos,”, lo cierto es que el APGAR del menor a su nacimiento 
no fue normal y ello determinó que se encontrara cianótico al momento del nacimiento, 
pues  se presentó hipoxia intrauterina que afectó la respiración del menor antes y 
después de su nacimiento, atendiendo a que evolucionó con dificultad respiratoria y a 
que requirió oxígeno en cámara cefálica, lo condujo al diagnóstico de “mala adaptación 
pulmonar por sufrimiento fetal agudo” 
 
Al respecto y sobre las condiciones del nacimiento, se aportó información por el 
pediatra Francisco Luis Ochoa Ruíz en su declaración – folio 890 del expediente- quién 
indicó luego de que se le expusiera los folios 273 y s.s del cuaderno N° 1: 
 

 “…mi participación fue en la sala de partos, en el momento de la atención del 
neonato. Yo atendí un recién nacido de 39 semanas de gestación, que se le 
atendió un parto natural que obstetricia relataba sufrimiento fetal agudo; nació 
cefálico sin anormalidades del cordón con placenta impregnada de meconio y sin 
anestesia epidural, y sin medicamentos la madre para la ayuda del parto. Nace 
un hombre con depresión neonatal leve por el APGAR de 5 al minuto y mejoría 
de 5 a 8 minutos. Se le administró oxígeno, se le aspiraron secreciones 
meconiales, no se intubó ni se le dio masaje cardiaco, ni se le aplicaron 
medicamentos para reanimación y los diagnósticos fueron recién nacido a 
término, adecuado para la edad gestacional hipoxia intrauterina y riesgo de 
síndrome de aspiración de líquido amniótico meconial y riesgo metabólico. 
Evolucionó con dificultad respiratoria que requirió oxígeno en cámara 
cefálica. Suspendimos la vía oral y le administramos líquidos endovenosos 
con glucosa y le pedimos un rayos x de tórax para evaluar el riesgo de 
aspiración de meconio y le pedimos unos hemocultivos y unos reactantes de 
fase aguda, que son exámenes para ver si hay algo infeccioso relacionado con el 
parto y unas tomas de glucometría para evaluar el riesgo metabólico, para ver si 
se le bajaba el azúcar. El último diagnóstico mío del 27 de septiembre a las 19 
horas fue mala adaptación pulmonar por sufrimiento fetal agudo y síndrome 
de aspiración de liquido amniótico meconiado. El 28 de septiembre a las cero 
horas el oxigeno lo pasaron a cánula nasal, ya que necesitaba menos 
concentración, ya que necesitaba menos requerimientos de oxigeno. A las 10 00 
a.m., toleró el retiro del oxigeno y toleró la vía oral y le retiraron los líquidos 
venosos y lo trasladaron a una sala de cuidado básico donde la mamá lo puede 
acompañar o lactar. Se le ordenó una interconsulta a neurología por el 
antecedente de hipoxia intrauterina y mala adaptación pulmonar. El 29 de 
septiembre le pidieron la ecografia cerebral para evaluar hemorragia 
intracerebral o edema. Ya el 30 de septiembre le aumentan la via oral y ese 
mismo día es evaluado por neuro-pediatría, el diagnóstico del neuropediatra fue 
"desde ayer relatan enfermería y pediatría que se observa no vigoroso e ictérico 
con succión regular. Los paraclínicos muestran una TSH de 4.74 leucocitos de 
20.900, neutrofilos de 82%, linfocitos del 10%, hemoglobina de 15,9 
hematocrito de 47,8, plaquetas de 280.000, proteína C reactiva 0.1 mg por 
decilitro, eco cerebral del 29 de septiembre de 2004 normal y glucometria de 73 
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mg por decilitro. El examen fisico del perímetro cefálico de 34, paciente 
hipoactivo pero reactivo, con reflejos básicos neonatales presentes, con succión 
fuerte pero lenta, apertura ocular espontánea, reflejos osteotendinosos 
normales, buen tono y soporte positivo. El plan o sugerencia, observación 
estrecha y 

 
 
 
A folio 116 del expediente, se aprecia el resultado el examen practicado al neonato por 
el departamento de imagenología del Hospital San Vicente de Paúl con la siguiente 
conclusión: "Ecografía cerebral transfontanelar normal". 
 
Y señala este experto frente a la pregunta “ Informe al Despacho si el sufrimiento fetal 
agudo y el meconio grado III, con que usted dice que llegó el paciente al San Vicente, 
tiene relación con el estado de salud del recién nacido“ respondió: “ Sí, porque presentó 
una maladaptación pulmonar y una depresión neonatal leve”, precisando que “eñ 
termino depresión neonatal significa una incapacidad cardiorrespiratoria para 
adaptarse a la vida extraurterina, sin ayuda. El término depresión neonatal leve, 
significa incapacidad cardiorrespiratoria transitoria, que a los cinco minutos de vida no 
necesita maniobras de reanimación cardiopulmonar 
 
 
Por lo tanto, el planteamiento de neurólogo, que sirvió de base a la decisión de la 
sentencia no solo no consideró la integralidad de las historias clínicas, sino que se basó 
en supuestos; lo que exigía del fallador la valoración integral de la totalidad de la prueba 
obrante en el expediente, mas aun cuando bajo criterio del mismo Neurologo sobre el 
que basó la decisión, la patología presente en Kevin Suárez Montoya, no era posible 
objetivizarla a través de examen, por ello, debió atender a los registros relacionados 
con las condiciones previas y con posterioridad al nacimiento; así, se dejó de lado por 
el Fallador de segunda instancia  el sufrimiento fetal que presentó el menor Suarez 
Montoya y la mala adaptación pulmonar por ese sufrimiento fetal agudo que afectó su 
capacidad cardiorrespiratoria y que tal afectación pudo incidir en su diagnóstico 
posterior, elementos ellos que fueron acreditados con los testimonios de quienes de 
forma inmediata y directa atendieron al recién nacido y con sus historias clínicas. No 
obstante, el fallador deja de lado la totalidad de la prueba y considera de forma 
descontextulizada algunos de los elementos suasorios, lo que constituye el defecto 
alegado por indebida valoración probatoria. 

 
 

IV. FUNDAMENTOS JURIDICOS DE LA ACCIÓN. 
 

Constitucional: Fundamento esta acción en los artículos 13, 86 y 229 de la Constitución 

Política de Colombia, los artículos 8.1 y 15 de la ley 16 de 1972 de rango constitucional. 

 

Legal: En los decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. En el artículo 164 de la ley 1437 

de 2011.y en la resolución 00741 de Marzo 14 de 1997 del Ministerio de Salud con la que se 

dictan normas sobre la creación obligatoria del manual de vigilancia y seguridad de las 

entidades hospitalarias. 
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V. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA. 

 

 

La Corte, en la sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, hizo alusión a los requisitos generales 

y especiales para la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias 

judiciales. Sobre los requisitos generales de procedencia estableció: 

 

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales son los siguientes: 

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. 

Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar 

cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so 

pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras 

jurisdicciones[]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda 

claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es 

genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos 

fundamentales de las partes. En el caso que nos ocupa estamos ante una 

violación al derecho fundamental al debido proceso. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 

defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar 

la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[]. De allí que sea 

un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el 

sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. De no ser así, esto 

es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección 

alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas 

autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las 

decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el 

cumplimiento de las funciones de esta última. En este caso no queda ninguna 

acción distinta al Amparo solicitado mediante este escrito. 

 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere 

interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 

originó la vulneración[. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de 

tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se 

sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre 

todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las 

desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de 

conflictos. No han transcurrido aun seis (6) meses de notificada la sentencia, 

pues estos se cumplen el próximo 21 de septiembre. 

…”. 

 

Sobre el tema también se ha pronunciado el Consejo de Estado en sentencia de Unificación2, 

al respecto la sala plena de esta alta Corporación indicó: 

 

“De conformidad con el artículo 271 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo - CPACA-, procede la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado a dictar sentencia en el presente proceso. En 

 

2 CONSEJO DE ESTADO. SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. RADICADO. 

11001-03-15-000-2012-02201-01 (2074039). Magistrada Ponente.  JORGE OCTAVIO RAMIREZ 

RAMIREZ. SENTENCIA DE UNIFICACION del 5 de agosto de 2014. Bogotá. D.C. 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2012/T-125-12.htm#_ftn6
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2012/T-125-12.htm#_ftn7
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sesión del 14 de mayo de 2013 se decidió avocar su conocimiento, a propuesta de la 

Sección Cuarta de esta Corporación, dada su importancia jurídica. Se origina este 

trámite en la impugnación formulada por la parte actora contra la sentencia de 

febrero 7 de 2013, proferida por la Subsección B, de la Sección Segunda del Consejo 

de Estado, que negó por improcedente la acción de tutela incoada por la sociedad 

ALPINA PRODUCTOS ALIMENTICIOS S.A., contra la Sección Primera del Consejo 

de Estado. La acción de tutela procede, en principio, contra autos que pongan fin al 

proceso y contra sentencias proferidas por el Consejo de Estado, cuando uno u otra 

vulneren derechos fundamentales de las partes involucradas en un proceso. Se dice 

que en principio, toda vez que si el auto no pone fin al proceso, no acarrea una 

amenaza actual a un derecho fundamental para que se ampare por medio de la acción 

de tutela. En caso contrario, esto es, si la decisión judicial, cualquiera que fuere, 

transgrediera un derecho, naturalmente procederá la tutela. 

 

 

(…), las sentencias de los jueces ordinarios y contencioso administrativos, incluidas 

las del Consejo de Estado en materia de tutela, se presumen conforme a derecho y, 

por tanto, hacen tránsito a cosa juzgada formal cuando se han agotado los recursos 

procedentes. Y, alcanzan el estado material de cosa juzgada, cuando: i) se decide la 

tutela contra ellas si fuere interpuesta o, ii) transcurre el plazo para su impugnación 

por ese medio -inmediatez-, sin que hubiese sido atacada por este mecanismo 

constitucional que, se insiste, es de carácter subsidiario, y no impide la ejecución de 

la sentencia, salvo que sea dejada sin efectos en su trámite. Tampoco puede 

predicarse vulneración a la autonomía funcional y a la independencia judicial porque 

los jueces de tutela no tienen competencia para reemplazar al juez de la causa y 

decidir sobre la controversia ordinaria. Su competencia está orientada a proteger los 

derechos fundamentales vulnerados y a proferir órdenes encaminadas a su 

restablecimiento. La acción de tutela no puede convertirse en una instancia judicial 

adicional. Por ello, es importante que el actor cumpla con la carga de identificar 

razonablemente los hechos que dieron origen a la vulneración de los derechos 

fundamentales y de argumentar por qué el asunto reviste relevancia constitucional. 

La Corte Constitucional ha sostenido que la autonomía e independencia de los jueces 

y tribunales debe entenderse en el marco de la realización de los fines estatales 

inherentes a la jurisdicción y, en especial, por el deber de garantizar la efectividad 

de los derechos a todas las personas. Igualmente, ha manifestado que la función del 

juez de tutela se circunscribe a determinar la vulneración de derechos fundamentales, 

lo que de ningún modo es injerencia en los asuntos propios del juez natural, más 

cuando lo que ocurre, por regla general, es que sea este último el que adopte la 

decisión o sentencia de remplazo, dictada por aquel en aras de la protección de los 

derechos fundamentales. Se ha dicho que la acción de tutela contra providencias de 

los máximos tribunales viola el principio de juez natural, dada la distribución 

constitucional de competencias entre las altas cortes. Para la Sala, este argumento 

no es válido. Por disposición expresa de la Constitución, son los jueces de tutela y la 

Corte Constitucional los encargados de velar por la protección y garantía de los 

derechos fundamentales. En ese sentido, se reitera, la acción de tutela no puede ser 

usada como un mecanismo judicial que desplace al juez ordinario en la decisión de 

la respectiva causa. El juez de tutela no es, ni puede convertirse en el intérprete 

máximo de la legalidad, ni suplantar al juez natural en su función esencial como juez 

de instancia. Mucho menos, apropiarse de las jurisdicciones ordinarias y de lo 

contencioso administrativo ni puede remediar la negligencia de alguna de las partes 

procesales. 

 

Tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado han entendido que sólo es 

posible admitir el estudio de una acción de tutela contra providencia judicial si se 
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cumplen ciertos y rigurosos requisitos. Unos, de carácter general, que habilitan la 

interposición de la tutela y, otros, de carácter específico, que tocan con la 

prosperidad misma del amparo constitucional. En la Sentencia C-590 de 2005, 

posición que se adopta de manera expresa en la presente providencia, la Corte señaló 

como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, los siguientes: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. (…) 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa 

judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación 

de un perjuicio iusfundamental irremediable (…) c. Que se cumpla el requisito de la 

inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y 

proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración (…) d. Cuando se trate 

de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto 

decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos 

fundamentales de la parte actora (...) e. Que la parte actora identifique de manera 

razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos 

vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que 

esto hubiere sido posible (...) f. Que no se trate de sentencias de tutela. Además de 

los requisitos generales mencionados, para la prosperidad de una acción de tutela 

contra una providencia judicial es necesario que se configure al menos uno de los 

requisitos o causales especiales denominados por la Corte Constitucional, en 

términos generales, como “defectos”, concepto que superó las llamadas “vía de 

hecho”. Siguiendo la línea trazada por la Corte Constitucional, son requisitos o 

causales especiales para la prosperidad de la acción de tutela, los siguientes: “a. 

Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 

providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. b. Defecto 

procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 

margen del procedimiento establecido. c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez 

carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que 

se sustenta la decisión. d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que 

se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una 

evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. f. Error 

inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 

parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta 

derechos fundamentales. g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento 

de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de 

sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que 

se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un 

derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 

dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la 

eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho 

fundamental vulnerado. i. Violación directa de la Constitución.” Como puede verse, 

los requisitos generales están estrechamente relacionados con la procedibilidad de 

la acción de tutela, mientras que los requisitos o causales especiales se refieren a la 

vulneración de derechos fundamentales, al fondo del asunto o, en otras palabras, a 

la prosperidad de la acción, esto es, a los presupuestos para conceder la tutela o el 

amparo” 
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V. PRETENSIONES 

 

1. Solicito se tutelen los Derechos Fundamentalesal debido proceso en consecuencia 

se revoque la sentencia del Consejo de Estado, proferido el 23 de noviembre de 

2022 notificado por estados del 15 de diciembre de 2022, mediante el cual se 

revocó la decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, en sentido de 

denegar las pretensiones de la demanda. 

 

2. Como consecuencia de lo anterior ruego que ordene dejar sin efectos la decisión 

de segunda instancia proferida por Consejo de Estado dentro del proceso radicado 

número 05001-23-31-000-2008-01198-02 (50.294) y se ordene la valoración integral de 

la prueba. 

 

VI. PRUEBAS 

 

Las siguiente actuaciones generadas dentro del proceso 05001-23-31-000-2008-01198-02 

(50.294): 

• Sentencia de primera instancia proferida el 24 de mayo de 2013 por el Tribunal 
Administrativo de Antioquia. 

• Sentencia proferida el 23 de noviembre de 2022 y notificada el 15 de diciembre 
de 2022 por el Consejo de Estado. 

 

 
Se solicita se oficie al Tribunal Administrativo de Antioquia para que remita el proceso 
correspondiente al radicado 05001-23-31-000-2008-01198-02 (50.294) 
 
 

 

VII. COMPETENCIA 

 

Son ustedes, Señores Magistrados, competentes, para conocer del asunto, por la naturaleza 

de los hechos, por tener jurisdicción en el domicilio de la entidad Accionada y de 

conformidad con lo dispuesto en el decreto 1382 de 2000, artículo 1º, numeral 2. 

 

VIII. PLAZO 

 

Para el caso concreto de la Corte Constitucional en sentencias   T-033 de 2010, M.P. Jorge 

Iván Palacio, t-719 de 2012, entre Otras, la Corte constitucional ha adoptado como parámetro 

un término razonable para promover la acción será el plazo de seis meses, desde esta 

perspectiva, el auto que origina esta acción fue notificado el 16 de julio de 2015. Por su parte 

el Honorable Consejo de Estado, sección cuarta, en sentencias del 13 de noviembre de 2013 

y del 6 de noviembre de 2013, en el expedientes 2017204 y 2017203 respectivamente, 

recordó que “para esta Sección, por regla general, el plazo razonable para el ejercicio de la 

acción de tutela contra providencias judiciales es de seis meses, contado a partir de la fecha 
de notificación del proveído acusado...”, lo que permite afirmar que aún se encuentra vigente 

el plazo para accionar pues en este caso la sentencia demandada fue notificada el 15 de 

diciembre de 2022. 

IX. JURAMENTO 

 

Conforme lo ordenado en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, manifiesto bajo la gravedad 

del juramento, que no he presentado otra solicitud de Tutela respecto de los mismos hechos 

y derechos.  
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X. ANEXOS 

 

• Los documentos que relaciono como pruebas. 

• Poder  

 

XI. NOTIFICACIONES 

 

 

Recibiré Notificaciones en: la Calle 51 Nro. 51 -31 Ed. Coltabaco II oficina 1503 de 

Medellín. Teléfono 5125011 Fax 2311453 e-mail: info@villegasabogadosasociados.com. 

 

Los terceros interesados en la resulta del proceso:  Kevin Suárez Muñoz, Jorge Eliécer Suárez 

Montoya, Mirian de Jesús Muñoz Muñoz, Libardo Antonio Suárez Foronda, Jerandy Suárez 

Montoya, Marta Nubia Muñoz Muñoz y Duvian Arley Muñoz Muñoz: recibirán notificación 

en la carrera 110 con calle  36 – 61 barrio San Javier La 20 Medellín Antioquia-  y a través 

del correo electrónico: norapatriciamunozmunoz@gmail.com  

 

 

 

 

 

 
i Sentencia C-025 de 2009 y sentencia  C-617 de 1996. 
ii Sentencia T-461 de 2003 
 
 
 
 

De los Honorables Magistrados atentamente; 
 

mailto:info@villegasabogadosasociados.com
mailto:norapatriciamunozmunoz@gmail.com

